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Nota editorial  
Fundación Editorial El perro y la rana

El reconocimiento de los derechos humanos en leyes nacionales e 
internacionales ha significado un importante cambio de paradigma en las 
relaciones de poder entre actores sociales y Estado y entre los pueblos de 
la región y del mundo. Su conquista es el producto de luchas sociales que 
se reiteran a través del tiempo, y significa una garantía legal para asegurar 
la plena inclusión social, política y cultural de todos los hombres y mujeres 
a la dinámica cotidiana de una sociedad. No obstante, la historia reciente 
de violaciones a derechos por el Estado y también por particulares así 
como el reto de asegurar la plena justicia social e igualdad entre todas 
las personas evidencian que el logro de sociedades respetuosas de los 
derechos humanos es una exigencia vigente para los Estados y para el 
conjunto de nuestros pueblos.

En el contexto de ese desafío, la Fundación Juan Vives Suriá de la Defensoría 
del Pueblo ha desarrollado una serie de títulos de educación en derechos 
humanos, que edita en conjunto con la Fundación Editorial El perro y la 
rana. El propósito de esta colección es facilitar el manejo de los conceptos 
básicos de los derechos humanos en general, así como los derechos de 
sectores específicos como niños, niñas y adolescentes y mujeres. Con estas 
publicaciones, ambas instituciones aspiran a aportar a sus lectoras y lectores 
herramientas de formación para la construcción de una cultura crítica en 
derechos humanos.





Fundación Juan Vives Suriá

 
Creación

La Fundación Juan Vives Suriá fue constituida en el año 
2008, mediante Gaceta Oficial de la República Boliva-
riana de Venezuela Nº 38.945, con el fin de fomentar, 
impulsar y promover la educación en derechos huma-
nos y la investigación académica, además de fortalecer  
las políticas de la Defensoría del Pueblo en el ámbito 
educativo.

Lleva el nombre del Padre Juan Vives Suriá en homenaje a quien fuera un 
ejemplo a seguir en la lucha contra las violaciones a los derechos humanos y 
en pro de la justicia y la paz, principalmente de las personas en situación de 
vulnerabilidad, exclusión y discriminación.

La Fundación propone aportar herramientas de formación y educación 
crítica en derechos humanos, en consonancia con los postulados ideológicos 
de los nuevos procesos constituyentes desarrollados en Latinoamérica.

Visión

Contribuir con la construcción de una cultura crítica y liberadora de dere-
chos humanos para fortalecer los procesos de cambio social protagoniza-
dos por los pueblos de Venezuela, América Latina y el Caribe, dirigidos a la 
transformación de los valores, las relaciones y los modos de vida, tanto en el 
ámbito público como privado, para el logro de sociedades justas, plurales, a 
favor de la paz y realmente democráticas.

Misión

Desarrollar estrategias de educación, investigación y divulgación desde un en-
foque crítico de los derechos humanos, dirigidas a todas las personas, comuni-
dades, organizaciones, movimientos sociales e instituciones del Estado, con el 
fin de contribuir con la transformación social fundamentada en los valores de 
justicia social, equidad, igualdad, libertad, cooperación, solidaridad, honestidad 
y corresponsabilidad desde la construcción de expresiones significativas.
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Introducción

 
 

El reconocimiento del derecho de los niños, niñas y ado-
lescentes a opinar y a ser oídos y oídas es uno de los 

progresos más interesantes, importantes y revolucionarios de 
la Convención sobre Derechos del Niño (CDN) y de la Ley 
Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes 
(LOPNNA). Su incorporación dentro del ordenamiento jurídico 
está llamado a impulsar cambios transcendentales en las rela-
ciones entre las personas adultas y quienes no han alcanzado la 
mayoridad, tanto en el plano familiar, escolar, comunitario y, muy 
especialmente, en las relaciones con las autoridades administra-
tivas y judiciales. Veamos cómo se encuentra contemplado este 
derecho en nuestro ordenamiento jurídico:

Artículo 12.- (CDN)

1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones 
de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión li-
bremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose de-
bidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad 
y madurez del niño. 

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser 
escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que 
afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante 
o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de 
procedimiento de la ley nacional.
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“Artículo 80. (LOPNNA) Derecho a opinar y a ser oído y oída. 
Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a:
a) Expresar libremente su opinión en los asuntos en que tengan interés.
b) Que sus opiniones sean tomadas en cuenta en función de su 
desarrollo.
 
Este derecho se extiende a todos los ámbitos en que se desenvuelven 
los niños, niñas y adolescentes, entre ellos: al ámbito estatal, familiar, 
comunitario, social, escolar, científico, cultural, deportivo y recreacional.
 
Parágrafo Primero. Se garantiza a todos los niños, niñas y adolescentes 
el ejercicio personal y directo de este derecho, especialmente en todo 
procedimiento administrativo o judicial que conduzca a una decisión que 
afecte sus derechos, garantías e intereses, sin más límites que los deriva-
dos de su interés superior.
 
Parágrafo Segundo. En los procedimientos administrativos o judiciales, 
la comparecencia del niño, niña o adolescente se realizará de la forma 
más adecuada a su situación personal y desarrollo. En los casos de niños, 
niñas y adolescentes con necesidades especiales o discapacidad se debe 
garantizar la asistencia de personas que, por su profesión o relación es-
pecial de confianza, puedan transmitir objetivamente su opinión.
 
Parágrafo Tercero. Cuando el ejercicio personal de este derecho no resulte 
conveniente al interés superior del niño, niña o adolescente, éste se ejerce-
rá por medio de su padre, madre, representantes o responsables, siempre 
que no sean parte interesada ni tengan intereses contrapuestos a los del 
niño, niña o adolescente, o a través de otras personas que, por su profesión o 
relación especial de confianza puedan transmitir objetivamente su opinión. 

Parágrafo Cuarto. La opinión del niño, niña o adolescente sólo será 
vinculante cuando la ley así lo establezca. Nadie puede constreñir a los 
niños, niñas y adolescentes a expresar su opinión, especialmente en los 
procedimientos administrativos y judiciales.

Recordemos que este derecho se encuentra ligado íntimamen-
te a la concepción que tienen estos instrumentos jurídicos de 
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valorar a los niños, niñas y adolescentes como sujetos activos de 
derechos, lo que implica entender que éstos disfrutan de plena 
capacidad de goce para ser titulares de derechos, garantías y 
deberes; pero sobre todo, que tienen una capacidad de ejercicio 
muy especial, contemplada en el artículo 5 de la CDN y el artí-
culo 13 de la LOPNNA, los cuales establecen:

Artículo 12. (CDN) Los Estados Partes respetarán las responsabi-
lidades, los derechos y los deberes de los padres o, en su caso, de los 
miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establez-
ca la costumbre local, de los tutores u otras personas encargadas 
legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la evolución 
de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el 
niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención.

Artículo 13. (LOPNNA) Ejercicio progresivo de los derechos y 
garantías. Se reconoce a todos los niños, niñas y adolescentes el 
ejercicio personal de sus derechos y garantías, de manera progresiva 
y conforme a su capacidad evolutiva. De la misma forma, se le 
exigirá el cumplimiento de sus deberes.

Parágrafo Primero. El padre, la madre, representantes o responsa-
bles tienen el deber y el derecho de orientar a los niños, niñas y ado-
lescentes en el ejercicio progresivo de sus derechos y garantías, así 
como en el cumplimiento de sus deberes, de forma que contribuya a 
su desarrollo integral y a su incorporación a la ciudadanía activa.

Parágrafo Segundo. Los niños, niñas y adolescentes en condición 
de discapacidad mental ejercerán sus derechos hasta el máximo de 
sus facultades.

Como se puede observar, ambos instrumentos jurídicos pasan 
la página a la doctrina tradicional, según la cual los “menores de 
edad” estaban sometidos a una incapacidad de ejercicio plena, 
general y uniforme y, por el contrario, prevén a texto expreso 
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que los niños, niñas y adolescentes tienen autonomía para decidir 
progresivamente sobre sus vidas, sobre sus derechos y deberes, 
es decir, que tienen posibilidades para autodeterminarse y para 
celebrar actos jurídicos válidos. Como indicamos, se trata de 
una capacidad de ejercicio especial, distinta de la que disfrutan 
las personas mayores de edad, la cual tiene claramente tres 
particularidades:

a) Los niños, niñas y adolescentes tienen capacidad para ejercer 
directamente sus derechos y garantías, así como para asumir 
sus deberes, obligaciones y responsabilidades.

b) Esta capacidad de ejercicio es progresiva y, por tanto, au-
menta en la medida en que avanza el desarrollo evolutivo 
de los niños, niñas y adolescentes. A mayor madurez y edad, 
se reconoce mayor capacidad de ejercicio. 

c) Esta capacidad de ejercicio y de autodeterminación está 
sujeta a la debida dirección y orientación de las personas en-
cargadas de la crianza de los niños, niñas y adolescentes, sean 
los padres, madres, representantes o cualquier otra persona 
responsable de la familia o la comunidad, según determine la 
legislación y las costumbres nacionales.

Ahora bien, por qué afirmamos que el derecho de los niños, 
niñas y adolescentes se encuentra íntimamente ligado al reco-
nocimiento de esta capacidad de ejercicio especial. Es bastante 
sencillo; reconocer que ellos pueden decidir sobre el ejercicio 
de sus derechos y asumir responsabilidades implica comprender 
que tienen cierto nivel de discernimiento, que pueden com-
prender la realidad en la que viven, distinguir entre el bien y el 
mal, así como las consecuencias de sus actos. De allí que puedan 
“opinar”, es decir, que puedan emitir juicios de valor sobre su 
vida y, en consecuencia, que su palabra deba tomarse en cuenta 
y ser debidamente ponderada por las personas adultas. Ante-
riormente, por el contrario, difícilmente podía entenderse que 
se solicitara la opinión a un “menor de edad” sometido a una in-
capacidad plena, general y uniforme, pues esta concepción par-
tía de la idea de que carecía absolutamente de discernimiento. 
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De tal manera que podríamos afirmar que el derecho a opinar 
y a ser oído es una de las formas en que se instrumenta en la 
práctica el principio de los niños, niñas y adolescentes como 
sujetos activos de derecho o, como está previsto en nuestra 
Carta Magna, como sujetos plenos de derecho. He aquí su im-
portancia fundamental.

Consideramos que el reconocimiento del derecho a opinar y a 
ser oídos y oídas genera necesariamente cambios trascendentales 
en las formas de interactuar entre los niños, niñas y adolescentes 
y las personas adultas, orientados a construir relaciones más 
horizontales, de verdadero diálogo interactivo, en las cuales se 
comprende que a medida que éstos crecen y van desarrollándose 
tienen mayor capacidad para participar en la toma de decisiones 
que afectan su vida familiar, escolar o comunitaria. Mientras 
que en el plano de sus relaciones con las autoridades públicas, 
particularmente las judiciales, impone la obligación de conocer 
su sentir y pensar sobre los conflictos planteados para poder 
optar por la mejor decisión posible. Dado el caso, se trata de 
erradicar las relaciones tradicionales de las personas adultas 
con los “menores de edad”, según las cuales éstos no tenían 
nada que decir, opinar o decidir sobre sus vidas, pues carecían 
absolutamente de discernimiento o raciocinio, para sustituirlas 
por un nuevo paradigma fundado en la concepción de los niños, 
niñas y adolescentes como sujetos activos de derechos.

El estudio que presentamos tiene como finalidad analizar el con-
tenido, alcance y límites del derecho humano de los niños, niñas y 
adolescentes a participar activamente en nuestro ordenamiento 
jurídico, específicamente en la CDN y la LOPNNA. Pretende-
mos realizar una pequeña contribución para promover el respe-
to y cumplimiento de este derecho en nuestra sociedad y, muy 
especialmente, en los procedimientos judiciales que conocen los 
Tribunales de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, en el 
marco de la implementación del Acuerdo de la Sala Plena del 
Tribunal Supremo de Justicia sobre las “Orientaciones sobre la 
garantía del derecho humano de los niños, niñas y adolescentes 
a opinar y a ser oídos en los procedimientos judiciales ante los 
Tribunales de Protección” aprobado el 25 de abril de 2007.
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La CDN es un tratado internacional sobre derechos hu-
manos específico de la infancia, aprobado por la Asamblea 

General de la Organización de Naciones Unidas y ratificado 
por nuestra República. Por este motivo, los derechos y garantías 
que reconoce gozan de jerarquía constitucional a tenor de lo 
establecido en el artículo 23 de la República Bolivariana de Ve-
nezuela (CRBV), en concordancia con su artículo 78, los cuales 
prevén: 

Artículo 23.  Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos 
humanos, suscritos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía 
constitucional y prevalecen en el orden interno, en la medida en 
que contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a 
las establecidas en esta Constitución y en las leyes de la República, 
y son de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás 
órganos del Poder Público.

Artículo 78.  Los niños, niñas y adolescentes son sujetos plenos de 
derecho y estarán protegidos por la legislación, órganos y tribunales 
especializados, los cuales respetarán, garantizarán y desarrollarán los 
contenidos de esta Constitución, la Convención sobre los Derechos 
del Niño y demás tratados internacionales que en esta materia haya 
suscrito y ratificado la República…

De tal manera, no existen dudas acerca del rango constitucional 
que ostenta el derecho a opinar y a ser oído y oída, el cual se 
encuentra reconocido en el artículo 12 de la CDN, que esta-
blece:
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Artículo 12.- (CDN)
1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones 
de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión 
libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose 
debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad 
y madurez del niño. 

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser 
escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que 
afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante 
o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de 
procedimiento de la ley nacional.

Como puede observarse, el contenido de este derecho está 
marcado por dos acciones distintas. En primer lugar, la facultad 
del “niño”, entendiendo por éste a toda persona que no haya 
alcanzado la mayoridad de conformidad con el artículo 1 de la 
CDN, de emitir su opinión libremente sobre todos los asuntos 
de su interés; y, en segundo lugar, la obligación de todas las per-
sonas, especialmente de quienes deben decidir sobre la vida del 
“niño”, de oír estas opiniones o tenerlas debidamente en cuenta. 
Si se analiza con detenimiento, lo que regula esta disposición es 
una relación de comunicación efectiva entre un emisor y un re-
ceptor, en otras palabras, lo que recoge y protege este derecho 
es el diálogo necesario y la conversación respetuosa entre las 
personas adultas y los niños, niñas y adolescentes. Se trata de 
una norma que apunta hacia la creación de relaciones demo-
cráticas en nuestras familias y sociedad, en las cuales se valora y 
se otorga importancia a las opiniones, ideas y sentimientos de 
todos y todas, como una forma de lograr paz y armonía. De allí 
su importancia cuando es menester adoptar una decisión admi-
nistrativa o judicial ante un conflicto dado.

En relación a la facultad de opinar de los niños, niñas y 
adolescentes es conveniente realizar algunas precisiones sobre 
su contenido y alcance:
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a) Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a expresar 
sus opiniones, entendiendo por ello sus criterios personales, 
juicios de valor, ideas, visiones, pensamientos y sentimientos 
sobre determinada situación que los afecte.

b) La opinión de los niños, niñas y adolescentes debe ser ex-
presada libremente, sin presiones, injerencias o manipulacio-
nes de cualquier tipo y, sobre todo, después de haber sido 
debidamente informados sobre la situación planteada y las 
consecuencias o efectos de emitir dicha opinión.

c) La opinión debe ser expresada directa y personalmente por 
los niños, niñas y adolescentes, y, de manera excepcional en 
los procedimientos judiciales y administrativos, es permisible 
que se emita por intermedio de sus representantes o de 
un “órgano apropiado”, que en caso de los procedimientos 
judiciales en nuestro país podrían ser los equipos multidisci-
plinarios de los Tribunales de Protección de los Niños, Niñas  
y Adolescentes.

d) Este derecho abarca la facultad de emitir sus opiniones en 
“todos los asuntos que afecten al niño”, bien sea de forma 
directa o indirecta, puesto que la norma no distingue. En 
consecuencia, se extiende a todas las esferas de su vida, entre 
otras, a la familiar, escolar, comunitaria y, por supuesto, a sus 
relaciones con las autoridades administrativas y judiciales.

e) El ejercicio de este derecho está relacionado íntimamente 
con el desarrollo evolutivo de los niños, niñas y adolescentes, 
pues se ejerce en la medida en que “esté en condiciones de 
formarse un juicio propio”, lo que alude necesariamente al 
reconocimiento de su capacidad de ejercicio especial, que 
como hemos señalado es de forma progresiva y se encuentra 
contemplada en el artículo 5 de la CDN.

Igualmente, consideramos oportuno presentar algunas consi-
deraciones sobre la obligación de todas las personas de oír la 
opinión de los niños, niñas y adolescentes:
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a) Las personas que se relacionan con los niños, niñas y 
adolescentes tienen el deber de solicitar su opinión antes de 
tomar decisiones que les afecten. Esta obligación implica oír 
cualquier opinión que puedan emitir de forma espontánea, 
pero muy especialmente asumir una actitud proactiva, 
dirigida a preguntar e investigar sus pareceres, pensamientos 
y sentimientos. No se trata de interrogarlos sobre hechos o 
circunstancias, ni mucho menos de recabar su testimonio o 
confesión. Debe entenderse que la opinión es, por definición, 
un juicio de valor ; de allí que cuando sea solicitada en los 
procedimientos administrativos y judiciales no debe tratarse 
como un medio de prueba. 

b) Las opiniones emitidas por los niños, niñas y adolescentes 
deben ser debidamente valoradas, ponderadas o tomadas 
en cuenta por las personas llamadas a oírlas, lo que implica 
una escucha activa que permita que dichas opiniones 
sean incorporadas dentro del proceso de construcción o 
elaboración de la decisión que está por tomarse. Esto lleva 
implícito que la opinión de los niños, niñas y adolescentes, por 
regla general, no es vinculante, por lo que debe entenderse 
que es simplemente un elemento más, evidentemente de 
suma importancia, que debe ser apreciado para adoptar 
cualquier decisión que les afecte.

c) Las opiniones de los niños, niñas y adolescentes deben 
valorarse “en función de la edad y madurez”, lo que nos 
remite nuevamente a su capacidad de ejercicio progresiva, 
que ostentan a tenor de lo previsto en el artículo 5 de la 
CDN y el artículo 13 de la LOPNNA, como eje transversal 
para comprender el contenido y alcance de este derecho 
humano.

Deseamos subrayar la importancia que le otorga la CDN 
al derecho a opinar y a ser oído y oída en el ámbito de los 
procedimientos administrativos y judiciales, precisamente 
donde suelen tomarse decisiones de especial trascendencia 
sobre su vida, al ordenar expresamente que debe incluirse y 
desarrollarse en las leyes nacionales en materia procesal. Por 
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ello es que afirmamos que este tratado internacional incorpora 
este derecho dentro de las garantías fundamentales del debido 
proceso de los niños, niñas y adolescentes.





El derecho a opinar y a ser oído  
y oída en la Ley Orgánica  

para la Protección de Niños,  
Niñas y Adolescentes2
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El contenido, alcance y límites del derecho humano de los 
niños, niñas y adolescentes a opinar y a ser oídos y oídas 

se encuentra ampliamente desarrollado en el artículo 80 de la 
LOPNNA, siguiendo las orientaciones y parámetros generales 
contemplados en la CDN, así establece:

Artículo 80. (LOPNNA) Derecho a opinar y a ser oído y oída. 
Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a:
a) Expresar libremente su opinión en los asuntos en que tengan 
interés.
b) Que sus opiniones sean tomadas en cuenta en función de su 
desarrollo.

Este derecho se extiende a todos los ámbitos en que se desenvuelven 
los niños, niñas y adolescentes, entre ellos: al ámbito estatal, 
familiar, comunitario, social, escolar, científico, cultural, deportivo y 
recreacional.

Parágrafo Primero. Se garantiza a todos los niños, niñas y adolescentes 
el ejercicio personal y directo de este derecho, especialmente en todo 
procedimiento administrativo o judicial que conduzca a una decisión 
que afecte sus derechos, garantías e intereses, sin más límites que 
los derivados de su interés superior.

Parágrafo Segundo. En los procedimientos administrativos o judi-
ciales, la comparecencia del niño, niña o adolescente se realizará 
de la forma más adecuada a su situación personal y desarrollo. En 
los casos de niños, niñas y adolescentes con necesidades especiales 
o discapacidad se debe garantizar la asistencia de personas que, 
por su profesión o relación especial de confianza, puedan transmitir 
objetivamente su opinión.
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Parágrafo Tercero. Cuando el ejercicio personal de este derecho no 
resulte conveniente al interés superior del niño, niña o adolescente, 
éste se ejercerá por medio de su padre, madre, representantes 
o responsables, siempre que no sean parte interesada ni tengan 
intereses contrapuestos a los del niño, niña o adolescente, o a través 
de otras personas que, por su profesión o relación especial de 
confianza puedan transmitir objetivamente su opinión.

Parágrafo Cuarto. La opinión del niño, niña o adolescente sólo será 
vinculante cuando la ley así lo establezca. Nadie puede constreñir a 
los niños, niñas y adolescentes a expresar su opinión, especialmente 
en los procedimientos administrativos y judiciales.

De la lectura de este artículo se distingue con facilidad su pri-
mera parte, donde se desarrolla el contenido del derecho a 
opinar y a ser oído y oída, y los cuatros parágrafos en los cuales 
se establecen diversas garantías y límites para su ejercicio. 

La LOPNNA regula de forma similar o análoga el contenido 
esencial de este derecho a lo previsto en la CDN, eso sí, con 
un lenguaje un poco más claro y una redacción más precisa. 
Así, encontramos que contempla sus dos elementos distintivos: 
por una parte, la facultad de los niños, niñas y adolescentes de 
expresar libremente su opinión en los asuntos en que tengan 
interés y, por la otra, el deber que tienen las personas en general 
de oír sus opiniones y de tomarlas en cuenta en función de su 
desarrollo. Tal vez lo que parece más interesante es que indica 
expresamente, en una lista de carácter enunciativo, los ámbitos a 
los cuales se extiende el ejercicio de este derecho, para no dejar 
dudas que abarca a todas las esferas de la vida de los niños, niñas 
y adolescentes, en todos los espacios en los cuales se relacionan 
con otras personas, incluyendo lo estatal, familiar, comunitario, 
social, escolar, científico, cultural, deportivo y recreacional.

Ahora bien, la LOPNNA establece una serie de precisiones 
sobre el derecho a opinar y a ser oído y oída que resultan de 
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particular importancia para garantizar su efectividad, sobre todo 
los fines de asegurar su adecuada instrumentación en la práctica 
judicial, los cuales merecen algunos comentarios generales.

En primer lugar, la norma señala que deberá oírse a los niños, 
niñas y adolescentes “en todo procedimiento administrativo o 
judicial que conduzca a una decisión que afecte sus derechos, 
garantías e intereses”, incorporando claramente este derecho 
dentro de las garantías fundamentales del debido proceso de 
la infancia. Nótese la amplitud con que se establece el ámbito 
de aplicación del derecho, pues no se indica si la decisión los 
debe afectar directa o indirectamente, de forma inmediata o 
mediata, ni se circunscribe a una materia en particular basta 
con que la decisión, medida, acto o sentencia pueda tener 
incidencia sobre su vida, o que los “afecte” en términos de la 
CDN, para que sea necesario solicitar y ponderar su opinión. 
Por ello su observancia es imperativa, en principio, en todos 
los procedimientos administrativos y judiciales de protección 
contemplados en los Títulos III y IV de la LOPNNA, teniendo 
como referencia la capacidad de ejercicio progresiva de los 
niños, niñas y adolescentes o, para expresarlo en términos más 
precisos, en atención a su edad y madurez.

En segundo lugar, el Parágrafo Segundo del artículo 80 de la 
LOPNNA establece una garantía fundamental para el ejercicio 
de este derecho en los procedimientos administrativos y judicia-
les, al prever que “la comparecencia del niño, niña o adolescente 
se realizará de la forma más adecuada a su situación personal y 
desarrollo”. Esta regulación tiene como finalidad asegurar que su 
opinión sea emitida libremente, sin aprensiones ni temores de 
cualquier naturaleza, al tiempo que persigue proteger a los ni-
ños, niñas y adolescentes frente al escenario especialmente difícil 
de un conflicto litigioso ante los tribunales. La norma impone a 
la administración del Poder Judicial la obligación de transformar 
la estructura, diseño y ambientación de los tribunales, normal-
mente pensada desde la visión y los intereses de las personas 
adultas, fundamentalmente de los abogados y abogadas, para 
ajustarlas a las necesidades propias de los niños, niñas y adoles-
centes, de tal manera que su permanencia en estos recintos, así 



30 Derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes

como su intervención en los procedimientos, se realice en un 
ambiente que les ofrezca una sensación de tranquilidad y segu-
ridad, evitando en la medida de lo posible que esta experiencia 
sea traumática para su proceso de desarrollo. 

De igual forma, esta regulación está dirigida a los jueces y juezas, 
así como a todos los funcionarios y funcionarias judiciales, para 
que sus relaciones con los niños, niñas y adolescentes estén 
marcadas por la cordialidad, el respeto a su dignidad humana, 
el reconocimiento de su condición de ciudadanos y ciudadanas 
y, sobre todo, para que tengan muy en cuenta que deben 
relacionarse de manera diferenciada con ellos en función de 
su edad y madurez. En conclusión, la norma lo que busca es 
crear un servicio de administración de justicia diferenciado y 
especializado para los niños, niñas y adolescentes, en estricto 
cumplimiento del mandato constitucional contemplado en el 
artículo 78 de la Carta Magna.

En este mismo sentido, el Parágrafo en análisis establece garantías 
adicionales para proteger a los niños, niñas y adolescentes con 
necesidades especiales o con discapacidad, que intervienen en 
procedimientos administrativos y judiciales, indicando que en 
estos casos se debe asegurar “la asistencia de personas que, por 
su profesión o relación especial de confianza, puedan transmitir 
objetivamente su opinión”. Con esta regulación se busca el mismo 
objetivo de hacer más amigable su participación y permanencia 
ante el órgano jurisdiccional, al tiempo que se persigue brindar 
las mejores condiciones posibles para que puedan expresarse 
libremente y con efectividad. Evidentemente, la norma se refiere 
en principio a las personas responsables de su cuidado y atención, 
sin embargo, cuando ello no sea posible, resulte inconveniente o 
exista un conflicto de intereses, en los procedimientos judiciales 
también podría optarse por emplear los servicios auxiliares de 
los equipos multidisciplinarios de los Tribunales de Protección de 
Niños, Niñas y Adolescentes, aunque siempre entendiendo que 
se trataría de una alternativa subsidiaria o excepcional. A todo 
evento, deseamos señalar que tal vez lo más importante de esta 
norma, más allá de lo señalado, es que reconoce expresamente 
que la condición de necesidades especiales o discapacidad no 
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es un motivo legítimo para abstenerse de solicitar la opinión 
de los niños, niñas y adolescentes o impedir que la emitan; por 
el contrario, ratifica que tienen capacidad para ejercer este 
derecho y que las autoridades están llamadas a garantizarlo de 
acuerdo a su particular condición personal.

En tercer lugar, el Parágrafo Primero de la norma en estudio 
define y delimita cuál es el único límite admisible al ejercicio 
del derecho a opinar y a ser oído y oída en los procedimientos 
administrativos y judiciales, esto es, el interés superior de los 
propios niños, niñas y adolescentes. Se trata de una excepción 
a la regla general, por lo que su contenido y alcance debe ser 
de interpretación restrictiva, circunscribiéndose estrictamente al 
contenido del artículo 8 de la LOPNNA, que relaciona el interés 
superior con dos finalidades: la garantía de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes, así como la protección de su desa-
rrollo integral. Por este motivo, estimamos que sólo sería proce-
dente no oír la opinión de un niño, niña o adolescente que tenga 
la madurez suficiente para expresarla, cuando hacerlo, el mismo 
acto de emitirla, de pronunciarse sobre su situación o el conflic-
to planteado, pueda acarrear una grave violación a sus derechos 
o afectar de forma irremediable su desarrollo evolutivo. 

En todo caso, tal es la importancia que le otorga la LOPNNA 
a este derecho, que aun en los casos excepcionales, en los 
cuales no resulta conveniente que el niño, niña o adolescente 
emita personal y directamente su opinión, se prevén formas 
alternativas para conocer, explorar o indagar cuáles serían 
sus pensares, juicios, ideas o sentimientos. En este sentido, el 
Parágrafo Tercero de la disposición en análisis contempla que 
ante estas circunstancias este derecho: 

Se ejercerá por medio de sus padres, madres, representantes 
o responsables, siempre que no sean parte interesada ni tengan 
intereses contrapuestos a los del niño, niña o adolescente, o a través 
de otras personas que, por su profesión o relación especial de 
confianza puedan transmitir objetivamente su opinión.
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En cuarto lugar, la norma contempla una garantía de especial 
importancia al señalar que “Nadie puede constreñir a los niños, 
niñas y adolescentes a expresar su opinión, especialmente en 
los procedimientos administrativos y judiciales”. Con lo cual 
reconoce implícitamente que el mismo acto de opinar es una 
libertad, que pueden o no ejercerla según su prudente arbitrio. 
Por lo tanto, los niños, niñas y adolescentes están facultados 
para decidir guardar silencio cuando se les pregunte su opinión. 
Inclusive, debe entenderse que está vedado presionarlos, a través 
de cualquier medio o forma, con el objeto de obtenerla. Demás 
está decir que las personas obligadas a oírlos deben valorar este 
silencio; este mutis no ha de ser ponderado como una conducta 
fortuita o irracional, muy por el contrario, es necesario que sea 
adecuadamente interpretado en el contexto personal, familiar y 
social de quien ha optado por callar.

En quinto y último lugar, el Parágrafo Cuarto del artículo 80 
de la LOPNNA prevé que la opinión de los niños, niñas y 
adolescentes “sólo será vinculante cuando la ley así lo establezca”, 
lo que ratifica que la obligación fundamental de las personas 
llamadas a oírla es tomarla o tenerla debidamente en cuenta, 
esto es, ponderarla al momento de adoptar decisiones, medidas 
o acciones que les afecten. En nuestro criterio, una opinión de 
carácter vinculante, más que opinión parecería una decisión 
sobre la situación planteada, es decir, supone el reconocimiento 
de la capacidad de ejercicio pleno del niño, niña o adolescente 
para autodeterminarse o manifestar su consentimiento en dicha 
materia.
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